
14/2/22, 15:25 Correo: Juzgado 06 Administrativo - Tolima - Ibague - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGMwZGZhMDgyLTYxZmQtNDVlNC04OTI0LTAxZDIwNDYxMTU0MAAQANFgG8iqND5HlPDsw5t4IUo… 1/1

N Y R 73001333300620210023200

Paola M <paolaamt@yahoo.es>
Lun 14/02/2022 2:33 PM

Para:  Juzgado 06 Administrativo - Tolima - Ibague <adm06ibague@cendoj.ramajudicial.gov.co>
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Buena tarde, en mi calidad de apoderada del Municipio de Ibagué, dentro del medio de control
de N y R del asunto, me permito contestación a la demanda, poder y anexos al mismo, y
expediente administrativo, en aras que sean anexados al expediente. 


Cordialmente, 

Paola Andrea Márquez Torres
CC. 38.144.966
T.P. 133437 CSJ



Doctora 

JUANITA DEL PILAR MATIZ CIFUENTES  

JUEZ SEXTO ADMINISTRATIVA DE IBAGUE 

Ciudad 

 

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DERECHO  
DEMANDANTE: EDISON GUIOVANY BORDA SUÁREZ  

DEMANDADO: MUNICIPIO DE IBAGUÉ  

Rad. 2021-00232 

 

 

PAOLA ANDREA MÁRQUEZ TORRES, mayor de edad, identificada como 
aparece al pie de mi correspondiente firma, obrando en calidad de 

apoderada judicial del MUNICIPIO  DE IBAGUÉ, conforme el poder que 
reposa en el expediente, me permito presentar la correspondiente 

CONTESTACION DE LA DEMANDA, dentro del término señalado por su 

despacho a través de auto proferido el 06 de diciembre del 2021. 
 

 

1. A LAS PRETENSIONES DECLARACIONES Y CONDENAS 

 

Me opongo, a todas y cada una de las pretensiones o condenas incoadas 

por la parte demandante, contenidas en el acápite respectivo del libelo 

demandatorio, teniendo en cuenta los fundamentos que se relacionaran 

detalladamente a lo largo del presente escrito. 

 

2. EN CUANTO LOS HECHOS. 

 

Al primero: Es cierto que El señor EDINSON GUIOVANY BORDA 

SUÁREZ, se vinculó para el Municipio de Ibagué - Secretaría de 

Gobierno mediante contrato de Prestación de Servicios. No es cierto 

que el actor se haya vinculado de manera indebida. 

Al segundo: Es cierto que el actor se vinculó mediante  los 

siguientes contratos de prestación de servicios: No.2688 del 16 de 

noviembre de 2018, No.743 del 18 de febrero de 2019, No.2760 del 

28 de octubre de 2019. 

Al tercero: Es cierto, el señor EDISON BORDA, prestaba apoyo a 

la gestión realizada por la Secretaria de Gobierno Municipal, Las 

labores que realizaba la demandante obedecían a las obligaciones 



pactadas a su cargo dentro de cada contrato de prestación de 

servicios suscrito. 

Al cuarto: No le consta al municipio por cuanto del material 

probatorio obrante con el traslado de la demanda no se observa 

prueba documental que acredite lo manifestado por el demandante. 

Al quinto: No es cierto por cuanto eran contratos de prestación de 

servicios legalmente permitidos para desarrollar actividades 

relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. 

Luego entonces su deber era someterse al cumplimiento de las 

obligaciones pactadas en los contratos que de la lectura realizada a 

las mismas y del material probatorio aportado con el traslado de la 

demanda. 

Al sexto: Es cierto, sus honorarios eran de 1.200.000. 

Al séptimo: No es cierto, por cuanto del material probatorio 

obrante con el traslado de la demanda no se observa prueba 

documental que acredite lo manifestado por la demandante. 

Al octavo: No le consta al municipio por cuanto del material 

probatorio obrante con el traslado de la demanda no se observa 

prueba documental que acredite lo manifestado por el demandante. 

Al noveno: No es cierto, por cuanto del material probatorio obrante 

con el traslado de la demanda no se observa prueba documental que 

acredite lo manifestado por la demandante. 

Al décimo: Como era de conocimiento de la demandante y tal como 

lo establece las disposiciones legales y la jurisprudencia, en 

tratándose de prestación de servicios estos “En ningún caso estos 

contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y 

se celebrarán por el término estrictamente indispensable”1. 

(Negrilla fuera del texto original) 

Al décimo primero: No es cierto, por cuanto del material 

probatorio obrante con el traslado de la demanda no se observa 

prueba documental que acredite lo manifestado por la demandante. 

Al décimo segundo: No le asiste derecho a la demandante al 

reconocimiento y pago de prestaciones sociales, en virtud del vínculo 

contractual celebrado con el ente territorial. 

                                                           
1 Ley 80 de 1993, articulo 32 numeral 3. 



Al décimo tercero: Me remito a lo que se pruebe en el proceso. 

 

3. FRENTE A LOS FUNDAMENTOS. 

 

El municipio de Ibagué como todas las entidades territoriales, está 

sometido al imperio de la Ley. Es así como frente a los Contratos de 

Prestación de Servicios reglados en la ley 80 de 1993 y sus normas 

modificatorias y/o reglamentarias, ha definido el Contrato de Prestación 

de Servicios como: “Artículo 32. De los Contratos Estatales. 

 

Son contratos estatales todos los actos jurídicos generadores de 

obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente 

estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o 

derivados del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, 

a título enunciativo, se definen a continuación. 

 

Nos encontramos ante un proceso en el cual la parte actora pretende el 

pago de las prestaciones sociales, así las cosas conforme al Consejo de 

Estado, Sección Segunda, sentencia de 25 de enero; Radicación 1654-00; 

Ponente: Nicolás Pájaro Peñaranda, establece que “La relación de trabajo 

se encuentra constituida por tres elementos, a saber, la 

subordinación, prestación personal del servicio y remuneración por el 

trabajo cumplido. Es pertinente destacar que el reconocimiento de la 

existencia de una relación laboral, NO implica conferir la condición de 

empleado público, pues, según lo ha indicado el Consejo de Estado, dicha 

calidad no se confiere por el sólo hecho de trabajar para el Estado”. 

Conforme a lo anterior es importante mencionar que según lo presentado 

por el demandante no se constituyeron los  elementos que establece la 

ley para que exista relación laboral, así mismo también es de aclarar que 

la sección segunda del Consejo de Estado establece que “la relación de 

coordinación de actividades entre contratante y contratista, implica que 

el segundo se somete a las condiciones necesarias para el desarrollo 

eficiente de la actividad encomendada, lo cual incluye el cumplimiento de 

un horario, o el hecho de recibir una serie de instrucciones de sus 

superiores, o tener que reportar informes sobre sus resultados, sin que 

signifique necesariamente la configuración de un elemento de 

subordinación.” Como consecuencia se evidencia que, si se dan 

indicaciones para llevar a cabo la prestación de servicio, esta no configura 

una subordinación.  



 Es importante señalar que los contratos de prestación de servicios se 

caracterizan por: La vinculación se realiza mediante contratos regulados 

por la ley80 de 1993 Art. 32, los cuales solo pueden celebrarse con 

personas naturales con el fin de desarrollar actividades relacionadas con 

la administración o funcionamiento de la entidad cuando no pueden ser 

realizadas por el personal de planta , porque no se cuenta con quien las 

desarrolle o el personal es insuficiente para hacerlo ,este tipo de 

vinculación NO GENERA VINCULO LABORAL entre las partes, y la forma 

de remuneración es la de honorarios que se pacten el acto contractual. 

En el presente caso nos encontramos frente a un proceso en el cual la 

parte actora pretenden la configuración de un contrato de trabajo y el 

Municipio de Ibagué, bajo esta concepción, de conformidad con el ART.22 

del C.S.T, un contrato de trabajo se caracteriza por aquella continua 

dependencia o subordinación del trabajador respecto del empleador, a su 

vez el Art.24 ibídem consagra una presunción legal en virtud de la cual 

toda relación laboral se rige por un contrato de trabajo. Si analizamos el 

libelo de la demanda, encontramos que no se logra acreditar el vínculo 

laboral enunciado en la demanda, pues las pruebas y aseveraciones de 

esta conllevan indubitablemente a establecer que realmente lo que se 

presentó en el caso del demandante fueron contratos de prestación de 

servicios suscritos entre el demandante y el Municipio de Ibagué.  

 

Características del contrato de prestación de servicios y sus diferencias 

con el contrato de trabajo. 

 

El contrato de prestación de servicios a que se refiere la norma 

demandada, se celebra por el Estado en aquellos eventos en que la 

función de la administración no puede ser suministrada por personas 

vinculadas con la entidad oficial contratante o cuando requiere de 

conocimientos especializados, para lo cual se establecen las siguientes 

características: 

 

a. La prestación de servicios versa sobre una obligación de hacer para 

la ejecución de labores en razón de la experiencia, capacitación y 

formación profesional de una persona en determinada materia, con 

la cual se acuerdan las respectivas labores profesionales. 

 

El objeto contractual lo conforma la realización temporal de actividades 

inherentes al funcionamiento de la entidad respectiva, es decir, 

relacionadas con el objeto y finalidad para la cual fue creada y organizada. 

Podrá, por esta razón, el contrato de prestación de servicios tener también 



por objeto funciones administrativas en los términos que se establezcan 

por la ley, de acuerdo con el mandato constitucional contenido en el inciso 

segundo del artículo 210 de la Constitución Política, según el cual “...Los 

particulares pueden cumplir funciones administrativas en las condiciones 

que señale la ley.” 

 

b.  La autonomía e independencia del contratista desde el punto de 

vista técnico y científico, constituye el elemento esencial de este 

contrato. Esto significa que el contratista dispone de un amplio 

margen de discrecionalidad en cuanto concierne a la ejecución del 

objeto contractual dentro del plazo fijado y a la realización de la 

labor según las estipulaciones acordadas. 

 

Es evidente que por regla general la función pública se presta por parte 

del personal perteneciente a la entidad oficial correspondiente y sólo, 

excepcionalmente, en los casos previstos, cuando las actividades de la 

administración no puedan realizarse con personal de planta o requieran 

de conocimientos especializados, aquellas podrán ser ejercidas a través 

de la modalidad del contrato de prestación de servicios. 

 

c.  La vigencia del contrato es temporal y, por lo tanto, su duración 

debe ser por tiempo limitado y el indispensable para ejecutar el 

objeto contractual convenido. En el caso de que las actividades con 

ellos atendidas demanden una permanencia mayor e indefinida, 

excediendo su carácter excepcional y temporal para convertirse en 

ordinario y permanente, será necesario que la respectiva entidad 

adopte las medidas y provisiones pertinentes a fin de que se dé 

cabal cumplimiento a lo previsto en el artículo 122 de la Carta 

Política, según el cual se requiere que el empleo público quede 

contemplado en la respectiva planta y previstos sus emolumentos 

en el presupuesto correspondiente. 

 

Por último, teniendo en cuenta el grado de autonomía e independencia 

del contrato de prestación de servicios de que trata el precepto acusado 

y la naturaleza de las funciones desarrolladas, no es posible admitir 

confusión alguna con otras formas contractuales y mucho menos con los 

elementos configurativos de la relación laboral, razón por la cual no es 

procedente en aquellos eventos el reconocimiento de los derechos 

derivados de la subordinación y del contrato de trabajo en general, pues 

es claro que si se acredita la existencia de las características esenciales 

de éste quedará desvirtuada la presunción establecida en el precepto 



acusado y surgirá entonces el derecho al pago de las prestaciones sociales 

en favor del contratista, en aplicación del principio de la primacía de la 

realidad sobre las formas en las relaciones de trabajo. 

 

Como es bien sabido, el contrato de trabajo tiene elementos diferentes al 

de prestación de servicios independientes. En efecto, para que aquél se 

configure se requiere la existencia de la prestación personal del servicio, 

la continuada subordinación laboral y la remuneración como 

contraprestación del mismo. En cambio, en el contrato de prestación de 

servicios, la actividad independiente desarrollada, puede provenir de una 

persona jurídica con la que no existe el elemento de la subordinación 

laboral o dependencia consistente en la potestad de impartir órdenes en 

la ejecución de la labor contratada. 

 

Del análisis comparativo de las dos modalidades contractuales -contrato 

de prestación de servicios y contrato de trabajo- se obtiene que sus 

elementos son bien diferentes, de manera que cada uno de ellos reviste 

singularidades propias y disímiles, que se hacen inconfundibles tanto para 

los fines perseguidos como por la naturaleza y objeto de los mismos. 

 

En síntesis, el elemento de subordinación o dependencia es el que 

determina la diferencia del contrato laboral frente al de prestación de 

servicios, ya que en el plano legal debe entenderse que quien celebra un 

contrato de esta naturaleza, como el previsto en la norma acusada, no 

puede tener frente a la administración sino la calidad de contratista 

independiente sin derecho a prestaciones sociales; a contrario sensu, en 

caso de que se acredite la existencia de un trabajo subordinado o 

dependiente consistente en la actitud por parte de la administración 

contratante de impartir órdenes a quien presta el servicio con respecto a 

la ejecución de la labor contratada, así como la fijación de horario de 

trabajo para la prestación del servicio, se tipifica el contrato de trabajo 

con derecho al pago de prestaciones sociales, así se le haya dado la 

denominación de un contrato de prestación de servicios independiente. 

Así las cosas, la entidad no está facultada para exigir subordinación o 

dependencia al contratista ni algo distinto del cumplimiento de los 

términos del contrato, ni pretender el pago de un salario como 

contraprestación de los servicios derivados del contrato de trabajo, sino, 

más bien, de honorarios profesionales a causa de la actividad del mandato 

respectivo” 

  



De lo anterior se colige que los contratos de prestación de servicios se 

permiten, en los eventos en los cuales la función de la administración no 

puede ser realizada e por personal de planta. No obstante el contrato de 

prestación de servicios puede ser desvirtuado cuando se configura los 

elementos del contrato de trabajo, esto es subordinación y dependencia 

en el desarrollo de una función pública, prestación personal y 

remuneración. 

 

4. EXCEPCIONES 

 

1. INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION DEMANDADA A 

CARGO - MUNICIPIO DE IBAGUE Y COBRO DE LO NO 

DEBIDO. 

Hago consistir esta excepción, en el entendido de que mi representada 

no tuvo ninguna relación o mejor aún, ningún vínculo legal o 

reglamentario con el  demandante. De ahí que según lo informado por 

la Secretaria Administrativa del municipio de Ibagué, a través del 

memorando número 042816 del 18 de septiembre de 2018, se 

describe: “revisadas las historias laborales tanto en medio físico como 

magnético del personal de activo e inactivo a cargo de la Secretaría 

Administrativa, Grupo de Gestión del Talento Humano, no se encontró 

registro de vinculación laboral a nombre del señor  EDISON 

GUIOVANY BORDA SUÁREZ  

Así las cosas, y dado que la única relación que surgió con la 

demandante fue contractual en virtud de la celebración de los 

contratos de prestación de servicios números No.2688 del 16 de 

noviembre de 2018, No.743 del 18 de febrero de 2019, No.2760 del 

28 de octubre de 2019, amparados y regidos por lo preceptuado en 

la ley 80 de 1993, y demás normas reglamentarias, donde las partes 

de manera consentida pactaron unas cláusulas encontrándose 

sujetos al cumplimiento de las mismas, sin que en alguna de ellas, 

se observara el reconocimiento y pago de prestaciones sociales a 

favor el demandante, resulta inocuo alegar obligación laboral alguna 

a favor de la demandante. 

Corolario lo anterior, son las razones que motiva a invocar la presente 

excepción, para lo cual solicito respetuosamente declarar probada 

ésta excepción. 



2. INEXISTENCIA DE PRUEBA QUE ACREDITE LA 

CONFIGURACION DEL CONTRATO REALIDAD. 

En aplicación de los diversos pronunciamientos jurisprudenciales 

transcritos en precedencia y en especial, lo reseñado por el Consejo 

de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 

Subsección A., en sentencia del 21 de julio de 2016, no se avizora 

prueba que acredite la configuración de los tres elementos de la 

relación laboral con el demandante. Es así como ha mencionado que 

el interesado debe acreditar los tres elementos de la relación laboral 

para que se configure el contrato realidad así: “Teniendo en cuenta el 

tratamiento jurisprudencial que se ha dado a los contratos realidad, 

se concluye en cuanto a su configuración, que constituye requisito 

indispensable para demostrar la existencia de una relación de trabajo, 

que el interesado acredite en forma incontrovertible los tres 

elementos de la relación laboral, esto es, la prestación personal del 

servicio, la remuneración respectiva, y en particular, la subordinación 

y dependencia en el desarrollo de una función pública, de modo que 

no quede duda acerca del desempeño del contratista en las mismas 

condiciones de cualquier otro servidor público, siempre y cuando la 

subordinación continuada que se alega, no se enmarque simplemente 

en una relación de coordinación entre las partes para el desarrollo del 

contrato, en virtud de las particularidades de la actividad para la cual 

fue” 

Colofón de lo anterior, no se aportó con el traslado de la demanda 

material probatorio que logre desvirtuar que la naturaleza de la 

relación contractual que surgió, no fue otra que la celebración de los 

contratos de prestación de servicios reseñados en precedencia. 

 

5. PRUEBAS y ANEXOS 

 

5.1. Poder para actuar. 

5.2. Expediente administrativo 

 

 

6. NOTIFICACIONES 

La Alcaldía Municipal de Ibagué, recibe notificaciones en la dirección 

electrónico: notificaciones_judiciales@ibague.gov.co y/o 

juridica@ibague.gov.co, Calle 9 No. 2-59, Ibagué - Tolima (Col). 

mailto:notificaciones_judiciales@ibague.gov.co
mailto:juridica@ibague.gov.co


 

La suscrita apoderada recibe notificaciones en el correo electrónico. 

paolaamt@yahoo.es, abonado celular 3107873433 

 

Atentamente,  

 

 

PAOLA ANDREA MÀRQUEZ TORRES 
C.C. 38.144.966 

T.P. 133437 del CSJ 

mailto:paolaamt@yahoo.es



















































